En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los días del mes de octubre de dos mil diez, reunidos en Acuerdo los señores jueces de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala "D", para conocer en el recurso interpuesto en los autos caratulados "SANTONI, Eduardo Ramón c/ BEJA, David Alberto y otros s/ daños y perjuicios" el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: señoras jueces de Cámara doctores Patricia Barbieri y Ana María Brilla de Serrat. El señor juez de Cámara doctor Diego C. Sánchez no interviene por hallarse en uso de licencia. 

A la cuestión propuesta la doctora Patricia Barbieri, dijo: 

a) Antecedentes: 

I) Contra la sentencia que admite la demanda promovida se alzan la actora, los demandados Pingitore Carlos, Pingitore Alfredo y Viglioglia de Pingitore Lucia y la codemandada CDP S.A. a fs. 482, 469 y 467 respectivamente, recursos que fueran concedidos libremente a fs. 483 y 479. 

II) En autos se reclaman los daños y perjuicios que el actor alega haber sufrido cuando caminando por la vereda de la Avenida Córdoba, esquina Aráoz de esta Capital Federal, fue "aplastado" por ocho rejas de tres metros de alto por un metro de ancho correspondientes al inmueble de la avenida mencionada a la altura del 4501 explotado comercialmente como local de venta de ropa "Mistral". 

III) El sentenciante de fs. 453/459 hace lugar a la demanda promovida condenando a la firma demandada CDP S.A. y a los propietarios del inmueble en cuestión, con costas a los vencidos, por entender probados los hechos alegados por la parte actora, sin haberse acreditado la ruptura del nexo causal que el art. 1113 del CCiv. presume contra el dueño o guardián de la cosa riegosa, que consideró aplicable al caso. 

b) Agravios. I)La parte actora se queja de los montos acordados en concepto de gastos médicos y de farmacia; de los gastos de traslado y vestimenta por considerarlos reducidos e insuficientes y critica el rechazo de la indemnización del lucro cesante. 

II)Los codemandados -propietarios del inmueble- se agravian fundados en que no se encuentran demostradas las circunstancias alegadas por el accionante, errando el juez en la apreciación que efectuara de las pruebas producidas en autos, en definitiva, de la atribución de responsabilidad resuelta en el fallo recurrido. Asimismo discrepan con los montos asignados en concepto de gastos de farmacia, traslados, tratamiento médico y vestimenta por entenderlos elevados, así como de la exagerada partida acordada en concepto de daño moral. 

III)La codemandada CDP S.A. cuestionó la decisión de la sentenciante en cuanto le atribuyó la responsabilidad del evento. Criticó además los montos asignados por gastos de traslado y vestimenta, gastos médicos y de farmacia y daño moral por considerarlos extremadamente excesivos. Por último se agravia por la forma en que se impusieran las costas por el desistimiento del codemandado Beja. 

c) La Solución. 

I) En primer lugar debo señalar que conforme se ha sostenido reiteradamente, no me encuentro obligada a analizar todas y cada una de las argumentaciones de las partes, sino tan sólo aquéllas que sean conducentes y posean relevancia pasa decidir el caso (CSJN, Fallos: 258:304; 262:222; 265:301; 272:225, etc.). Asimismo, en sentido análogo, tampoco es obligación del juzgador ponderar todas las pruebas agregadas, sino aquellas que estime apropiadas para resolver el mismo (CSJN, Fallos: 274:113; 280:320; 144:611). 

Ahora bien, trataré los agravios atinentes a la atribución de responsabilidad y luego -si correspondiera- los parciales indemnizatorios y las costas del proceso. II) Atribución de responsabilidad: 

La sentencia apelada admite la demanda interpuesta contra CDP S.A., Lucia Rosario Viglioglia de Pingitore, Carlos Daniel Pingitore y Alfredo Jorge José Pingitore por los daños que padeciera el actor Eduardo Ramón Santoni a raíz de los daños padecidos por la caída sobre su cuerpo de ocho rejas que se hallaban sobre la vereda de la Avda. Córdoba al 4501 de esta Ciudad y en ocasión en que el accionante transitaba dicha acera. 

Los propietarios del inmueble niegan su responsabilidad alegando que a la fecha del accidente el local se hallaba alquilado a la firma CDP S.A. afirmando que ello provoca la interrupción del nexo causal pues la firma mencionada era la guardiana del bien al momento del hecho. 

Por su parte CDP S.A. repele la acción aduciendo que no reviste la calidad de dueño o guardián de la cosa causante del daño (rejas) pues sólo resulta locataria del inmueble sin ser ello suficiente para considerársela propietaria o guardiana de las rejas que supuestamente se encontraban amarradas a un árbol y pudiendo pertenecer a cualquiera de los comercios que existen en la zona. 

Para adentrarme a la cuestión de la responsabilidad, en primer lugar corresponde analizar las probanzas de la causa y determinar si las rejas en cuestión pertenecen al local señalado por el accionante. 

Recordemos que la codemandada CDP S.A. niega en sus agravios ser la guardiana de la cosa que ha causado el daño, poniendo énfasis en que no se encuentra acreditada la relación de causalidad del hecho debatido en autos, mientras que los demandados titulares registrales del inmueble donde se instaló el local comercial, refieren que la única responsable es la empresa CDP S.A. locataria del bien, en su carácter de guardiana de la cosa al momento del hecho, reconociendo implícitamente en la misma queja que las rejas pertenecen al inmueble en cuestión. 

A fs.164 (fotocopias de la causa penal) obra declaración de Marcelo Saravia, Subinspector de la Policía Federal Argentina quien señala que fue desplazado por el Comando Radioeléctrico a los fines de constituirse en Avda. Córdoba y Aráoz donde entrevistó a nuestro aquí actor quien se hallaba sentado en el piso quejándose de dolores en su pierna derecha a raíz de que había sido alcanzado por unas rejas que estaban acumuladas contra un poste de alumbrado y justo en el momento en que él iba pasando, imprevistamente caen y lo golpean. Asimismo en la declaración identifica al imputado Sr. David Alberto Beja, quien dice ser el propietario del comercio de la firma Mistral sito en Avda. Córdoba 4501. Por último, efectúa una inspección del lugar destacando que ".el local se encuentra ubicado justo en la ochava norte de la intersección de Av. Córdoba y calle Araoz y frente al mismo se observa una vereda de unos 2,50 mts. de ancho sobre la cual se observa un poste correspondiente al alumbrado público, otro correspondiente al semáforo y otro de video cable los cuales forman una especie de triángulo y al pie de ellos siempre sobre la vereda se observan ocho rejas metálicas de caño estructural en forma cuadrada de tres metros de largo por uno de ancho cada una de ellas pintadas a color negro y enganchadas entre sí con una cadena metálica y candado."(sic). 

A fs. 183 vta. obra agregada en fotocopia certificada el informe pericial efectuado en sede penal, en el que el perito designado dejó constancia que ".constituido en la Avda. Córdoba 4501, en el comercio sito allí denominado Mistral frente al mismo inspeccioné unas rejas las que son utilizadas como elemento de seguridad de dicho comercio. Que las mismas están construidas en hierro en un total de ocho con forma cuadrada, soldadas. Que las mismas tienen un alto de tres metros por un metro de ancho pintadas de color negro y con un enganche entre ellas de cadena."(sic). 

Además a a fs.186 (también copia certificada de la causa penal) la testigo Inés Limbania Molina declara que se encontraba por cruzar Aráoz, caminando por Avda. Córdoba y al llegar a la intersección observó varias rejas caídas en el piso, observando un masculino en el piso por lo que ingresó al local del comercio donde se hallaban las rejas a avisar a los dueños de lo sucedido y para que llamaran a una ambulancia, afirmando en definitiva que las rejas pertenecen al local situado en esa esquina. Dicha deponente compareció a declarar a esta sede civil (v.fs. 356) donde mencionó haber presenciado las mismas circunstancias que en sede penal. 

También a fs. 354/55 el testigo Di Pasquale, pese a que en primer término no sabe a qué efectos fue citado al Tribunal, cuestión que no es llamativa atento al tiempo transcurrido desde la ocurrencia del accidente, refiere haber presenciado cuando un señor pasó por frente a unas rejas apoyadas en un poste sobre la Avda. Córdoba y Aráoz y se le cayeron encima, lastimándole las piernas y afirmando que las mismas pertenecen al local comercial de ropa Mistral. 

Con las constancias reseñadas, arribo a la conclusión que las rejas objeto del presente reclamo pertenecen al inmueble sito en la esquina de Aráoz y Córdoba, más exactamente Córdoba al 4501 de esta Capital Federal. 

Sentado lo expuesto, corresponde dilucidar, a los fines de determinar cuáles son los sujetos responsables en el caso, y las eximentes de responsabilidad admitidas, si el hecho constituyó un supuesto de daño causado por el riesgo de la cosa. 

Como se ha dicho reiteradamente, no existe un riesgo específico y un riesgo genérico, que presentarían "a priori" algunas cosas y que permitiría calificarlas de "normalmente riesgosas". Por el contrario, en cada oportunidad el juez debe apreciar si la cosa, por cualquier circunstancia del caso, genera un riesgo en el que pueda ser comprendido el daño sufrido por la víctima.Esto es, una cosa puede ser riesgosa cuando por sus propias cualidades, por el destino brindado, o por su estado de presentación, conformación o colocación genera la eventualidad, contingencia o proximidad de un daño. 

Y las rejas en cuestión, pese a no hallarse en movimiento, por su masa y su peso, crearon un riesgo que se concretó con la caída de ellas sobre el cuerpo del actor. Adviértase que el art. 1.113 no habla de cosas riesgosas en sí mismas, sino de daños causados por el vicio o riesgo de la cosa. 

Sentado ello, resulta aplicable la responsabilidad que la norma prevé respecto del dueño o guardián de la cosa, y las eximentes configuradas por la culpa de la víctima o de un tercero por quien aquéllos no deban responder. 

Los sujetos eventualmente responsables en el caso de autos son, entonces, los dueños del inmueble donde pertenecen las rejas - Lucia Rosario Viglioglia de Pingitore, Carlos Daniel Pingitore y Alfredo Jorge José Pingitore- quienes reconocieron expresamente la titularidad del bien, y su guardián -en el caso, los locatarios del inmueble referenciado, la empresa CDP S.A. 

La guarda que los propietarios manifiestan haberse entregado a los inquilinos al ceder en locación el inmueble a la firma CDP S.A. no implica la exención de responsabilidad de la demandada principal, dado que tanto el dueño como el guardián de la cosa riesgosa, responden en forma concurrente (conf. Llambías, Código Civil Anotado, t.II-B, p.462; Borda, Obligaciones, t.II, p.335; Pizarro, Responsabilidad por el riesgo o vicio de la cosa, p.428; Ghersi, Teoría general de la reparación de daños, p.152; Alterini, Ameal y López Cabana, Derecho de obligaciones civiles y comerciales, p. 706). 

Ha dicho la jurisprudencia que "las obligaciones del "dueño" y del "guardián" (art. 1113, Cód.Civil) son conjuntas, o concurrentes, sin que la responsabilidad del guardián excluya la del dueño ya que están obligados "in solidum" (no solidariamente), o sea que cada uno responde por un título distinto frente al damnificado, quien puede demandar a cualquiera o a ambos por el todo (conf. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mercedes, sala II - 02/12/1997 - Falasco e Hijos S. A., Octavio c. Glucovil S. A. y otros - LLBA 1998, 90 - AR/JUR/4865/1997). 

A mayor abundamiento, "las imputaciones y requerimientos atribuidos a las demandadas, una en su condición de dueña y la otra en su carácter de guardián de la cosa (art. 1113, párr. 2º, apart. 2º, Cód. Civil), no se excluyen y son indistintos y concurrentes, por lo que cada una responde por un título distinto frente al damnificado, que está facultado para demandar a cualquiera de ellas o ambas conjuntamente, reclamándoles la totalidad de la deuda, resultando, por ende, de aplicación el régimen de las obligaciones "in solidum"" (conf. CNCiv., sala L - 07/06/1995 - Barbieris, Elsa M. c. Municipalidad de Buenos Aires. - LA LEY 1997-A, 350 - DJ 1997-1, 729 - AR/JUR/1438/1995). 

En definitiva, incumbía a los demandados la demostración de alguna de las eximentes, que en el caso podrían configurarse por la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder -que eventualmente quedaría configurada por la realización de alguna maniobra imprudente por parte del actor Santoni- o por un caso fortuito, mas ninguna de ellas fue acreditada en el expediente. 

En virtud de las consideraciones mencionadas, propicio la confirmación de la sentencia de grado en cuanto admite la demanda entablada contra Lucia Rosario Viglioglia de Pingitore, Daniel Carlos Pingitore, Alfredo Jorge José Pingitore y la firma CDP S.A. y, en consecuencia, el rechazo los agravios formulados al respecto. 

III)Parciales Indemnizatorios: 

a)Daño Moral: 

El magistrado de la instancia anterior concedió por este rubro la suma de $6.000.Los codemandados Pingitore y CDP S.A. cuestionaron el monto por considerarlo excesivo y elevado. 

El resarcimiento que corresponde por daño moral está destinado a reparar al individuo cuando se lesionan sentimientos o afecciones legítimas como persona, es decir cuando se le ocasionan perjuicios que se traducen en padecimientos físicos, o cuando de una manera u otra se ha perturbado su tranquilidad y el ritmo normal de su vida. El dinero no cumple una función valorativa exacta, el dolor no puede medirse o tasarse, sino que se trata solamente de dar algunos medios de satisfacción, lo cual no es igual a la equivalencia. 

Atento a lo informado por el experto médico a fs. 396/402, los padecimientos que debió sufrir Eduardo Ramón Santoni a raíz de haber sufrido una contusión directa sobre el miembro inferior derecho que le provocó hematomas y excoriaciones sin lesiones óseas y que repercutió en la rodilla, articulación con preexistencia de artrosis y menisectomias parciales y sobre el tobillo, no considero elevada la suma fijada por el a quo propiciando su confirmación y, en consecuencia, el rechazo de las quejas vertidas en este aspecto. 

b)Gastos Médicos, de Farmacia, de traslados y de vestimenta. 

Sobre estos rubros que integran la partida indemnizatoria versa el agravio de la aparte actora. Ésta considera bajo y reducido el monto de $500 fijado en la sentencia para vestimenta y traslado; y otros $500 para gastos médicos y de farmacia. Dice que las sumas otorgadas no alcanzan a cubrir las erogaciones efectuadas en estudios de alta complejidad, así como en medicamentos y calmantes para paliar los dolores. Además agrega que debió trasladarse en autos de alquiler a más de 90 km de su domicilio para realizarse los estudios médicos mencionados. 

Por su parte los demandados critican las sumas acordadas por considerarlas sumamente elevadas, máxime cuando arguyen que no se acompañó ningún comprobante de los gastos, tickets o facturas que dice haber desembolsado.En relación con este acápite este Tribunal tiene resuelto -concordantemente con pacífica jurisprudencia- que no es necesaria la prueba concreta y documentada de los gastos médicos y de farmacia destinados al tratamiento y recuperación de la víctima, quedando librado a la apreciación judicial la fijación del monto, siempre que la acreditación del perjuicio esté debidamente comprobada y tengan adecuada relación con la importancia del tratamiento. 

Lo propio acontece aún en el caso que la damnificada haya sido atendida en hospitales públicos o que cuente con cobertura social, toda vez que siempre existen erogaciones que no son completamente cubiertas. Sabido es que ni los hospitales públicos ni las obras sociales satisfacen todos los gastos que el paciente se ve obligado a hacer como consecuencia de las lesiones producidas por un accidente de tránsito, tales como médicos, enfermeras, medicamentos, colocación de inyecciones, movilidad, etc., que son indemnizables aunque no existan pruebas específicas en cuanto a su monto, si su verosimilitud resulta cierta como consecuencia lógica y necesaria de las secuelas producidas por el hecho. 

Ahora bien, tal presunción es susceptible de rebatir por prueba en contrario, la que deberá producir quien alega la improcedencia del reclamo (si el recurrente es el demandado) o pretende una suma suprior a la fijada por el sentenciante en uso de las facultades que le otorga el art. 165  del Cód. Procesal, cuando se trata del accionante. Lo expuesto es aplicable, también, respecto del rubro traslados y vestimenta. 

Siguiendo a Zavala de González en confrontación con el innegable derecho de la víctima a procurar la mejor asistencia posible, se halla el interés del responsable, en cuanto a que por tal vía no se magnifique el alcance de la indemnización a su cargo. Ello sin dejar de considerar que estando en juego la asistencia a la persona humana, el límite de razonabilidad de los gastos terapéuticos es mucho más lato que cuando se trata de la reparación de un bien material (conf.Zavala de González, Resarcimiento de daños" T. 2- a, Ps. 117/ 119). 

En consecuencia, teniendo en cuenta que las lesiones que sufriera el actor especificadas por el perito médico y descriptas en el tratamiento del rubro anterior, que requirió analgésicos, crioterapia, resonancia nuclear de rodilla y ecografía de cara anterior de muslo (ver fs. 399 y vta.) que se presumen necesarias en estos casos, así como también la necesidad de transportes sustitutos durante el tiempo de convalecencia, estimo que son razonable las partidas destinadas para estos gastos, por lo que propicio su confirmación y el rechazo de todos los agravios al respecto. 

d)Lucro Cesante 

Sabido es que el lucro cesante traduce la frustración de un enriquecimiento patrimonial: a raíz del hecho lesivo se impide a la víctima que obtenga determinados beneficios económicos. El lucro cesante es, pues, la ganancia de que fue privado el damnificado (art. 1069  del Cód. Civil) (conf. Zavala de González Matilde, "Daños a los automotores", T. 1, ed. Hammurabi, pg. 149 y sgtes.). 

En materia de prueba, a diferencia del perjuicio efectivo por privación de uso (en que sólo se requiere la prueba de la indisponibilidad), los Tribunales observan un mayor rigor en cuanto a la demostración del lucro cesante generado por el mismo motivo. En verdad, siguiendo a esta autora, el lucro cesante se establece casi siempre a partir de un razonamiento inferencial: sobre la base de la prueba de la actividad productiva, que se desarrollaba, de las ganancias que así se lograban y del impedimento temporal para continuarla, se concluye en que los beneficios habrían subsistido durante ese período de no haber sucedido el hecho (conf. Zavala de González, M., ob. cit. Pag.152). 

En autos la parte actora se agravia por el rechazo de la indemnización solicitada, mas lo cierto es que nada demostró respecto de la inactividad durante el lapso reclamado, ni perjuicio económico alguno, ni ganancias dejadas de percibir, por lo que coincido con la sentenciante con el rechazo del rubro en análisis y de las quejas al respecto. 

e)Costas. 

Se agravia la codemandada CDP S.A. por la forma en que fueran impuestas las costas. Refieren que yerra la "a quo" al imponer el total de las mismas a las demandadas cuando fue el accionante quien desistió de la acción contra el codemandado David Alberto Beja en oportunidad en que el mismo ya había contestado la demanda, solicitando la aplicación al caso el art. 73  del CCiv. 

De las constancias de autos podemos observar que a fs. 292 la parte actora desistió de la acción contra Dav id Alberto Beja, habiéndosele corrido el traslado respectivo a fs.283 y atento al silencio guardado por el mismo, a fs. 296 la Juez de grado tuvo por desistida la acción incoada contra el mencionado, omitiendo expedirse con relación a las costas por dicha citación. 

Asiste razón al recurrente pues conforme lo dispuesto por el art. 73  del C Procesal si el juicio terminase por desistimiento, las costas serán a cargo de quien desiste. En consecuencia, corresponde imponer las costas por el desistimiento de la acción respecto de David Alberto Beja a la parte actora, admitiendo los agravios formulados al respecto. 

IV)Conclusión 

Por todo ello y si mis distinguidos colegas compartieran mi opinión, solicito: 1)Se admitan parcialmente los agravios vertidos por la codemandada CDP S.A., imponiéndose las costas por el desistimiento de la acción respecto de David Alberto Beja a la parte actora. 2)Confirmar la sentencia en todo lo demás que fuera materia de apelación y agravio. 3)Con costas de la Alzada a los demandados por resultar sustancialmente vencidos (art.68 CPCCN). 4)Tratar en Acuerdo la regulación de los profesionales intervinientes. 

Así mi voto. 

La señora juez de Cámara doctora Ana María Brilla de Serrat, por análogas razones a las aducidas por la señora juez de cámara doctora Patricia Barbieri, votó en el mismo sentido a la cuestión propuesta. El señor juez de Cámara doctor Diego C. Sánchez no interviene por hallarse en uso de licencia. 

Con lo que terminó el acto. PATRICIA BARBIERI - ANA MARIA BRILLA DE SERRAT. 

Este Acuerdo obra en las páginas n° a n° del Libro de Acuerdos de la Sala "D", de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. 

Buenos Aires, de octubre de 2010. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: 
1) Admitir parcialmente los agravios vertidos por la codemandada CDP S.A., imponiéndose las costas por el desistimiento de la acción respecto de David Alberto Beja a la parte actora. 
2) Confirmar la sentencia en todo lo demás que fuera materia de apelación y agravio. 
3) Con costas de la Alzada a los demandados por resultar sustancialmente vencidos. 

Sin perjuicio de señalar que no correspondería tratar el recurso concedido a fs. 516 segundo párrafo en virtud de que la regulación de honorarios apelada fue practicada en conjunto con la de un letrado cuyo recurso no fue concedido, atento lo dispuesto por los artículos 1 , 6 , 7, 9 , 11, 37  y 38 del arancel y ley modificatoria 24.432  y por ser ajustada a derecho se confirma la retribución fijada a favor de los letrados apoderados de CDP SA, en virtud de la imposición de costas decidida en el presente pronunciamiento respecto al desistimiento de la acción formulado contra el codemandado David A. Beja (art. 279 , Cód. Proc.). 

Por la actuación ante esta alzada se fija en pesos dos mil ($ 2.000) el honorario del doctor Jorge Gustavo Grela, en pesos un mil trescientos ($ 1.300) el de la doctora Diana R. Tallarico y en pesos un mil trescientos ($ 1.300) el de los doctores Claudio J. Feldman y Marina I. Ferrari como apoderados de CDP SA y en pesos un mil doscientos ($ 1.200) por su intervención como apoderados de David A. Beja (art. 14, ley de arancel 21.839). Notifíquese por Secretaría y devuélvase. El doctor Diego C. Sánchez no interviene por hallarse en uso de licencia. 

Patricia Barbieri
Ana María Brilla de Serrat

